STC 152/1988: FINANCIACIÓN ESTATAL EN MATERIA DE VIVIENDA (competencia exclusiva de la CAPV),al amparo de títulos competenciales estatales de legislación básica (149.1.11CE) o naturaleza horizontal (149.1.13 CE).

Normativa impugnada por el Gobierno Vasco: diversas normas estatales de naturaleza reglamentaria por la que se establecían actuaciones de fomento financiadas a través de fondos estatales en materia de vivienda, al amparo de títulos estatales de legislación básica sobre la ordenación del crédito, banca y seguros (149.1.11 CE) y ordenación general del la economía (149.1.13CE).

Alegaciones del Abogado del Estado en defensa de la normativa estatal:

1. Ninguna de las normas impugnadas tiene virtualidad excluyente de actuaciones autonómicas en materia de vivienda. 

2. La normativa impugnada persigue establecer una política de fomento estatal financiada a cargo a sus presupuestos estatales, sin que excluya la posibilidad de que la CCAA pueda con sus fondos propios llevar a cabo las mismas actuaciones previstas en la programación estatal u otras distintas. De ahí deduce que no está en juego el principio de autonomía financiera porque no afecta a los recursos fiscales ni financieros de la CCAA.
3. El Estado defiende la legitimidad constitucional de un sistema mixto de protección pública en materia de vivienda, en el que coexistirían una programación estatal, con fondos y recursos crediticios cuya movilización estaría reservada al Estado, con una actividad complementaria de la Comunidad Autónoma.

4. El abogado del Estado mantuvo que las Orden del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo de 12 de abril de 1984 y de 27 de enero de 1984 no resultaban de aplicación directa en la CAPV. (véase pág.13 y 14 de la STC 152/1988). Se trataba, más bien, de normas dirigidas a regular la organización y regulación procedimental de los servicios propios del Estado, de cuyo objeto (art. 1) que quedaba excluida la CAPV.
Alegaciones del Abogado del Estado contra una Orden del Departamento competente en materia de vivienda del Gobierno vasco, (de 17 de febrero de 1987) por la que se determinaban las Áreas Geográficas Homogéneas y sus respectivos módulos aplicables a operaciones de promoción y adquisición de viviendas de protección oficial y rehabilitación.

El abogado del Estado pretende que se declare la titularidad estatal de la competencia de determinación de los módulos aplicables a las operaciones de promoción y adquisición de viviendas de protección oficial y rehabilitación y de las correspondientes áreas geográficas homogéneas.
DOCTRINA JURISPRUDENCIAL:

1. Se parte del reconocimiento de que la CAPV ostenta competencia exclusiva en materia de vivienda, lo que le «faculta a las instituciones de la Comunidad Autónoma para desarrollar una política propia en dicha materia, incluido el fomento y promoción de las construcción de viviendas, que es, en buena medida, el tipo de actuaciones públicas mediante las que se concreta el desarrollo de aquella política». 

2. Esta competencia autonómica se halla limitada por las competencias del Estado sobre las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica (149.1.13 CE) y sobre las bases de ordenación del crédito (149.1.11 CE)

3. El TC reconoce que «dentro de la competencia de dirección de la actividad económica general tienen cobijo también las normas estatales que fijen las líneas directrices y los criterios globales de ordenación de sectores económicos concretos, así como las previsiones de acciones o medidas singulares que sean necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación de cada sector».

4. El art. 149.1.1 CE le permite al Estado «instrumentalizar sus competencias sobre las bases y coordinación de la planificación económica del subsector vivienda y sobre las bases de ordenación del crédito», esto es lo debe instrumentalizar a través de los títulos competencias estatales y en la medida que se lo permitan. Por ello la sentencia señala que «la persecución del interés general –en este caso, el relativo a la garantía de una vivienda adecuada para todos los españoles- se ha de materializar a través de, no a pesar de los sistemas de reparto de competencias».
5. Sobre el modelo mixto de actuación pública en materia de vivienda el TC señala que el Estado no puede ejercer sus títulos estatales como si tuviera competencia concurrente en materia de vivienda y su poder de gasto tampoco es suficiente título para incidir con dicho carácter en el ámbito de la competencia autonómica.
 En este contexto, señala que dado que en materia de vivienda la CAPV ostenta competencia exclusiva, «la posibilidad del Estado de incidir sobre la misma, mediante una regulación propia, se ciñe a aquellos extremos que puedan entenderse comprendidos en las bases y coordinación de la planificación económica» (FJ 3).
6. ¿Hasta dónde llega la competencia estatal para regular las bases y coordinación de la planificación económica en la CAPV y la ordenación básica del crédito? El Estado puede sobre regular medidas subvencionales con cargo a sus propios presupuestos sólo en la medida que se hallen justificadas por tratarse de bases de la planificación y coordinación de la actividad económica o tratarse de bases de ordenación del crédito. No está, por el contrario, legitimado el Estado para fomentar cualquier actividad en materia de vivienda.

7. Ahora bien, el TC engloba dentro del concepto de planificación básica estatal las «actuaciones de construcción y rehabilitación de viviendas de protección oficial» (FJ 4). De esta manera, permite que el Estado regule normativamente instrumentos de financiación en esta materia con cargo a sus propios presupuestos, toda vez que «con ello se trata de asegurar el mantenimiento de unas inversiones fundamentales desde el punto de vista de la política económica general, que, en otro caso, se revelaría difícilmente viable».(FJ 4).

8. Esta competencia estatal de dictar normas subvencionales con cargo a sus presupuestos no impide que la CAPV pueda definir y llevar a cabo un política de vivienda propia, complementando las actuaciones de protección y promoción previstas por el Estado, con cargo a sus propios recursos. Además «la Comunidad Autónoma debe contar con un margen de libertad de decisión que les permita aplicar las medidas estatales adaptándolas a las peculiares circunstancias de su territorio, sin perjuicio del respeto debido a los elementos indispensables que las normas estatales arbitran para alcanzar los fines de política económica general propuestos.»(FJ 4)

9. La competencia estatal «que condiciona en parte la globalidad de la política de vivienda de cada comunidad autónoma» «no puede extenderse a la regulación de elementos de detalle de las condiciones de financiación que la priven de toda operatividad en determinadas zonas del territorio nacional. Antes bien, a las comunidades autónomas corresponde integrar en su política general de vivienda las ayudas reguladas por el Estado para el cumplimiento de las finalidades a que responden, con capacidad suficiente para moralizar, en su caso, las reglas generales, al objeto de conseguir una sustancial igualdad de resultados.»

10. Centralización de la gestión.  Legitima la centralización por el Estado de la facultad de realización de convenios con las entidades financieras y el abono efectivo de las subvenciones concedidas, aunque reconoce que corresponde a la CAPV la tramitación del procedimiento de calificación de viviendas de protección oficial, así como su control y resolución otorgando o denegando la subvención. El Estado ejerce la función de librador de fondos. 

Tampoco impide que la CAPV pueda celebrar otros convenios diferentes, siempre que no resulten incompatibles con las directrices de la ordenación económica general u ordenación básica del crédito, que corresponde al Estado.

11. Entiende justificadas en el concepto de lealtad constitucional las obligaciones que impone la legislación básica estatal de informar y justificar las actuaciones realizadas por la CAPV al Estado.

12. Declara básico la determinación de los módulos aplicables a las operaciones de promoción y adquisición de viviendas de protección oficial y rehabilitación.

13. Respecto a la facultad de determinar el módulo ponderado y las áreas geográficas homogeneás por la CAPV: la STC señala que las CCAA pueden a través de su competencia en materia de vivienda «cuantificar en su ámbito territorial el coste de los diversos factores que intervienen en la formación del precio de la vivienda y apreciar la homogeneidad de ciertas zonas en razón de su coste, siempre que se ajusten a los módulos que establezca el Estado así como a los principios o criterios generales que éste haya fijado.» Ahora bien, establece que «la Comunidad Autónoma no podrá ni crear más áreas de las configuradas por el Estado ni variar el módulo de cada una de las áreas de la escala; pero sí podrá remodelar el contenido de las áreas incluyendo en cada una de ellas a los municipios que entiendan deban acogerse al correspondiente módulo, utilizando para ello los criterios generales que haya fijado el Estado para la determinación de las áreas.». 
14. Nos parece criticable que el reconocimiento al Estado de su poder de gasto conlleve en la práctica una limitación de la competencia exclusiva autonómica, de manera que allá donde el estado norme con carácter básico a través de uno títulos que en principio sólo le permiten fundamentar su política de fomento con cargo a sus fondos propios, finalmente venga a condicionar la propia política sectorial autonómica convirtiendo una competencia en una competencia de desarrollo legislativo de la legislación básica estatal. Si bien el TC le reconoce en principio a la CA una competencia para desarrollar su política propia sobre la base de su competencia exclusiva, posteriormente le permite al Estado condicionar dicha política autonómica a través de unas competencia de naturaleza básica.
� «un planteamiento semejante presupone la conjunción de actuaciones de las autoridades estatales y autonómicas para la consecución entre otros posibles, del mismo fin que impone el art. 47 de la Constitución…el sistema mixto que el representante del Gobierno defiende no podría entenderse en ningún caso, desde la perspectiva constitucional, como un conjunto de actuaciones estatales separadas y paralelas a las que la CAPV pude llevar a cabo en la materia, ya que el Estado no es titular de una competencia específica en materia de vivienda con tal carácter, a ejercer en régimen de yuxtaposición con las que corresponden a la Comunidad Autónoma»…«el ejercicio de aquellas actuaciones estatales no se justifica por el hecho de que se financien con fondos presupuestarios del Estado ya que la subvención, o más en general, el poder de gasto no es concepto o título que delimite competencias, atrayendo toda regulación que tenga conexión con el mismo…El ejercicio de competencias estatales anejo al gasto o a la subvención sólo se justifica en los casos en que, por razón de la materia sobre la que opera dicho gasto o subvención, la Constitución o los Estatutos hayan reservado al Estado la titulariza de las competencias.» (FJ 3)








� « El Estado puede aportar recursos vinculados al ejercicio de sus competencias materiales y en garantía de su efectividad. Por el contrario, no está legitimado para fomentar cualquier actividad en materia de vivienda, regulándola directamente, sino en tanto y en cuanto las medidas de fomento se justifiquen por razón de sus atribuciones sobre las bases de la planificación y la coordinación de la actividad económica y sobre las bases de ordenación del crédito. Si se admitiera una competencia general o indeterminada de fomento de las actividades productivas por parte del Estado se produciría, junto a la indicada alteración del sistema competencial, una distorsión permanente del sistema ordinario de financiación autonómica» (FJ 3)








